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SUMARIO

En la vía ordinaria civil, la parte actora demandó la nulidad de diversos contratos de compraventa. El juez del conocimiento estimó fundada la pretensión, decisión que fue confirmada por el Tribunal de Alzada. Una de las codemandadas promovió juicio de amparo directo, el cual le fue negado. Ante ello, interpuso recurso de revisión contra tal determinación, mismo que fue desechado por el Presidente de este Máximo Tribunal, al estimar que no existe tema de constitucionalidad. Esta última determinación constituye la materia del presente recurso de reclamación.
CUESTIONARIO

¿Resultan aptos los argumentos hechos valer por la recurrente para revocar el acuerdo impugnado?
Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión virtual de siete de abril de dos mil veintiuno, emite la siguiente:

RESOLUCIÓN

Correspondiente al recurso de reclamación 26/2021, interpuesto por Minera Excellon de México, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra del acuerdo dictado el dieciocho de noviembre de dos mil veinte, por el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 3792/2020.
I. ANTECEDENTES

1. Juicio de origen. El catorce de marzo de dos mil diecisiete, Daniel y David, ambos de apellidos Espada Valdés, demandaron, en la vía ordinaria civil, de Diego Espada Iglesias, Matilde Valdés Segura, Minera Excellon México, Sociedad Anónima de Capital Variable (a quien en adelante se le identificará como Minera Excellon) y al titular de la Notaría Pública número 11, de la Ciudad de Gómez Palacio, Durango, esencialmente lo siguiente: a) La nulidad de los contratos de compraventa contenidos en las escrituras públicas números **********, *********, ********* y *********, respecto de cuatro inmuebles rústicos ubicados en el municipio de Tlahualilo, Durango; y b) La restitución de la propiedad y posesión de dichos inmuebles, así como la cancelación de las escrituras públicas, como de sus inscripciones en el Registro Público de la Propiedad.

2. La titular del Juzgado Segundo Mixto de Primera Instancia en Materia Civil de Ciudad Lerdo, Durango, dictó sentencia definitiva, en el expediente **********, en la que acogió la pretensión de los demandantes.
3. Recurso de apelación. Minera Excellon interpuso recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala Colegiada Mixta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Durango, con residencia en Gómez Palacio, en el sentido de confirmar la sentencia de primer grado, el quince de octubre de dos mil diecinueve, en el toca *********.
4. Juicio de amparo directo. En contra de esa resolución, Minera Excellon promovió juicio de amparo directo. En sesión de diez de septiembre de dos mil veinte, en el expediente ********, se negó el amparo.
5. Recurso de revisión. La quejosa, por conducto de su apoderado legal, interpuso recurso de revisión, el cual fue desechado por el Presidente de este Alto Tribunal, mediante acuerdo de dieciocho de noviembre de dos mil veinte, por no existir planteamiento de constitucionalidad en la demanda de amparo, ni en la sentencia recurrida.
6. Recurso de Reclamación. En contra de tal proveído, la otrora quejosa interpuso recurso de reclamación mediante escrito presentado el diecinueve de enero de dos mil veintiuno en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación
.
7. Por acuerdo de veintidos de enero de dos mil veintiuno
, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó formar y registrar el recurso de reclamación 26/2021 y, con reserva de los motivos de improcedencia que pudieran existir, turnó el asunto al Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.
8. Finalmente, recibidos los autos en la Primera Sala, mediante proveído de presidencia del cinco de marzo de dos mil veintiuno, ésta se avocó al conocimiento del asunto
.
II. PRESUPUESTOS PROCESALES
9. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es constitucional y legalmente competente
 para conocer el presente recurso de reclamación que fue interpuesto en forma oportuna
 por parte legítima
.
III. ESTUDIO
10. Como punto de partida, para el análisis de este asunto, se estima necesario conocer las consideraciones que llevaron al Presidente de este Alto Tribunal a desechar el recurso de mérito y los agravios que en su contra se hicieron valer.
11. Auto impugnado. El Presidente de este Alto Tribunal desechó el recurso de revisión interpuesto por la hoy recurrente, con el argumento de que en la demanda de amparo no se planteó concepto de violación alguno sobre la inconstitucionalidad o la inconvencionalidad de una norma general, ni se planteó uno relacionado con la interpretación de algún precepto constitucional o tratado internacional, como tampoco se realizó la interpretación directa de éstos.

12. Además, estimó que si bien los planteamientos hechos valer por la quejosa se refirieron a la violación en su perjuicio de los derechos contenidos en los artículos 1º, 14, 16 y 17 de la Constitución General, y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la sola mención de ello no actualiza la existencia de un planteamiento genuino de constitucionalidad, que pudiera dar lugar a la procedencia del recurso de revisión.
13. En apoyo a tal determinación, el Presidente de este Alto Tribunal invocó la jurisprudencia 2ª./J.56/2016, (10ª) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro es: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE MERA LEGALIDAD DEBEN DESESTIMARSE POR INEFICACES”
. 
14. Agravios. Contra esas consideraciones, la recurrente expone los siguientes agravios:
· Primero. El auto impugnado resulta contrario a los principios de congruencia, fundamentación y motivación establecidos en los artículos 74, fracción IV, y 75 de la Ley de Amparo, en relación con los artículos 1, 3, 219, 222 y demás aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, como consecuencia de una indebida apreciación, interpretación y aplicación de lo contemplado en los artículos 1, 5, 81, fracción II y demás relativos de la Ley de Amparo; 10, fracción V, y 21, fracción V de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que simple y llanamente desechó el recurso de revisión.
· Al respecto, la recurrente sostiene que, desde la demanda de amparo, planteó la inconstitucionalidad de normas generales (Código Civil del Estado de Durango y Código de Procedimientos Civiles del Estado de Durango), que implicaban a su vez interpretación directa (a través de algún método: gramatical, analógico, histórico, lógico, sistemático, causal o teológico) de los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales; 1, 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, 14 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, 2 y 5 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
· Segundo. El recurso de revisión es procedente porque la sentencia de amparo recurrida vulnera el contenido de los artículos 103 y 3º Bis (sic) de la Ley de Amparo, como consecuencia de una indebida concatenación e interpretación de los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución General, 19, 20 y 77, fracciones I y II, del Código Civil Federal, que redundó en una violación de los principios de fundamentación y motivación.

15. Problemática jurídica a resolver. La materia del presente asunto consiste en determinar si los agravios que han quedado sintetizados desvirtúan el acuerdo de trámite emitido por el Presidente de este Alto Tribunal. Esta problemática será analizada por cuestión de metodología, en función de la siguiente pregunta:
· ¿Resultan aptos los argumentos hechos valer por la recurrente para revocar el acuerdo impugnado?
16. La respuesta a tal cuestionamiento es negativa, por lo siguiente.

17. Es infundado, el agravio atinente a la existencia de un tema de constitucionalidad, consistente en que, desde la demanda de amparo, la persona moral quejosa planteó la inconstitucionalidad de normas generales (Código Civil del Estado de Durango y Código de Procedimientos Civiles del Estado de Durango), que implicaban a su vez interpretación directa de los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, en relación con los artículos 1, 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 2, 14 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 2 y 5 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
18. La razón de la calificativa de dicho agravio se sustenta en que no es verdad que exista un tema de constitucionalidad formulado en la demanda de amparo, ni que el Tribunal Colegiado hubiera interpretado dichos artículos de la Carta Magna.
19. Para demostrar lo anterior debe tenerse en cuenta que, en la demanda de amparo, la quejosa alegó lo siguiente:
a) Previamente a la expresión de sus conceptos de violación, en el Apartado denominado: “VI. NORMAS GENERALES QUE POR ACTOS U OMISIONES DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA, VIOLAN LOS DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS Y LAS GARANTÍAS OTORGADAS PARA SU PROTECCIÓN POR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y LOS TRATADOS INTERNACIONALES DE LOS QUE EL ESTADO MEXICANO ES PARTE”, la persona moral quejosa sostuvo que el acto reclamado es violatorio de los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República; de la Convención Americana de Derechos Humanos, en particular, los artículos 1, 8, 24 y 25, y artículos 2, 5, 14 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los artículos 2 y 5 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que establecen los principios de legalidad, segundad jurídica, debida motivación y fundamentación de todo acto de autoridad judicial, dado que en la especie, la autoridad señalada como responsable ordenadora realizó en el acto reclamado, una inexacta aplicación de diversos artículos contenidos tanto en el Código Civil como del Código de Procedimientos Civiles, ambos del Estado de Durango, así como de los más elementales principios generales del derecho, dejando de observar asimismo diversas tesis y ejecutorias, a pesar de la ineludible obligación que tenía para hacerlo.
b) Luego, en el primer concepto de violación, dicha quejosa sostuvo que la sala responsable omitió estudiar con plenitud de jurisdicción y de forma integral, si en el caso concreto se actualizaban los presupuestos procesales de la caducidad de la instancia, conforme a lo dispuesto en el precepto 137 bis del Código de Procedimientos Civiles.
c) En torno al mismo tema, reprochó la conducta de la autoridad responsable por no analizar esa causa extintiva del proceso, tanto porque, al reasumir jurisdicción gozaba de la facultad de hacerlo, más aún cuando aquélla se verifica por el sólo transcurso del tiempo, como porque, si bien ese tópico fue impugnado en amparo indirecto, lo cierto fue que la autoridad federal desechó su demanda de garantías, determinación que fue confirmada por el tribunal colegiado, al considerar que esa inconformidad debía ser materia del juicio de amparo directo; de ahí que, ante las circunstancias apuntadas, la autoridad responsable debió analizar si se actualizaron los requisitos para decretar la caducidad de la instancia.
d) En su segundo concepto de violación, la peticionaria de garantías sostuvo que el acto reclamado es violatorio de las garantías constitucionales de legalidad y seguridad jurídica que establecen los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por inexacta aplicación, observancia e interpretación de los preceptos legales contenidos en los artículos 1, 81 y 82 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Durango, en relación con lo que dispone el artículo 161 de la Ley del Notariado para esa entidad. En esta parte de su demanda, la quejosa dirigió sus argumentos a sostener la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y a combatir la decisión de anular los contratos de compraventa materia de la litis. Al respecto, sostuvo que, conforme a la Ley del Notariado del Estado de Durango, las causas para declarar la nulidad de una escritura pública están limitadas y circunscritas a las que se describen en el artículo 161 de dicha ley, sin que ninguna de ellas se hubiera actualizado en el caso concreto; de ahí que su conclusión en este aparto fue que hubo imposibilidad de declarar la nulidad de las escrituras públicas, por no haber causa para ello en términos de lo que determina la ley especial.
e) En el tercer concepto de violación, la quejosa afirmó que el acto reclamado viola en su agravio las garantías constitucionales de legalidad y seguridad jurídica que establecen los artículos 14, 16 y 17 constitucionales y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por inexacta aplicación, observancia e interpretación de los preceptos legales contenidos en los artículos 1, 81, 82, 286, 379, 380, 402 y 403 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Durango. El concepto de violación de que se trata, fue dirigido a controvertir la decisión de tener por acreditada la simulación en el precio, a partir de la cual se declaró la nulidad de los contratos litigiosos. Para explicar su punto de vista, la peticionaria del amparo explicó en qué consiste la valoración probatoria, los métodos para ello y, particularmente, expone una serie de generalidades y detalles sobre la prueba presuncional, con el fin de descalificar el ejercicio de valoración efectuado por el juez de origen y confirmado por la sala responsable. Asimismo, en el propio concepto de violación, la persona moral inconforme sostiene que los actores carecen de legitimación para intentar la acción de nulidad de los contratos materia de la Litis.
f) Finalmente, en el cuarto concepto de violación, la peticionaria del amparo adujo básicamente que la sentencia reclamada transgrede las garantías constitucionales de legalidad y seguridad jurídica y Derechos Humanos que establece nuestra Constitución, por inexacta aplicación, inobservancia e indebida interpretación de los preceptos legales contenidos a lo largo de su demanda de amparo. Además, solicita al tribunal colegiado resolver el asunto atendiendo al criterio de “mayor beneficio”.
20. La reseña aquí expuesta pone de manifiesto que, en la demanda de amparo no se hizo valer la inconstitucionalidad de algún precepto del Código Civil o del Código de Procedimientos Civiles, ambas disposiciones del Estado de Durango, como tampoco se alegó la inconvencionalidad de una norma general, ni existió petición alguna de interpretar algún artículo de la Constitución Federal o de un tratado internacional sobre derechos humanos.

21. Lo que la quejosa pretendió fue inconformarse sobre la forma en que la autoridad responsable resolvió el caso concreto, esto es, sobre la omisión de analizar si se actualizaba, o no, la caducidad de la instancia; sobre la valoración de la totalidad de pruebas desahogadas en el juicio, inconformidades que fueron dirigidas a lograr que prosperaran sus excepciones y defensas, así como, a demostrar que no se actualizó la nulidad de diversos contratos de compraventa, pero no a poner en evidencia algún tema propiamente constitucional.
22. Derivado de ello, el estudio realizado por el Tribunal Colegiado sobre esos conceptos de violación fue hecho desde un plano de pura legalidad, cuyo resultado fue declararlos infundados, en una parte, e inoperantes en otra, por considerar que la autoridad responsable emitió su sentencia ajustada a derecho, y del material probatorio quedó demostrada la acción de nulidad de los contratos de compraventa.
23. Además, no queda inadvertido que, en reiteradas ocasiones, a lo largo de su demanda, la persona moral quejosa sostuvo que el acto reclamado es violatorio de diversas normas constitucionales y de fuente internacional. Sin embargo, esa circunstancia de ninguna manera puede entenderse como una petición de interpretar esas disposiciones ni el tribunal colegiado llevó a cabo algún ejercicio por el que las dotara de contenido.
24. Al respecto, esta Primera Sala ha establecido criterios positivos y criterios negativos para identificar cuando se actualiza una genuina interpretación de una norma constitucional
. Acerca de los criterios positivos, se considera que existe una interpretación directa de un precepto constitucional cuando se desentraña, esclarece o revela el sentido de la norma, para lo cual se atiende a la voluntad del legislador o al sentido lingüístico, lógico u objetivo de las palabras, a fin de entender el auténtico significado de la normativa, utilizando los métodos gramatical, analógico, histórico, lógico, sistemático, causal o teleológico, y/o atendiendo a aspectos de tipo histórico, político, social y económico, lo que implica que la sentencia del tribunal colegiado de circuito efectivamente explique el sentido o alcance del contenido de una disposición constitucional; y los criterios negativos consisten en que no se considera interpretación directa si únicamente se hace referencia a un criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia en el que se establezca el alcance y sentido de una norma constitucional, si solamente se hace mención a un precepto constitucional, si deja de aplicarse o si se viola una norma constitucional y, si la petición de realizar una interpretación directa de algún precepto constitucional no se vincula con el acto reclamado.  
25. En ese sentido, debe concluirse que ni en la demanda de amparo ni en la sentencia dictada en el juicio correspondiente, del que deriva el presente recurso se hizo valer ni se analizó alguna cuestión propiamente constitucional, antes bien, desde la demanda de amparo únicamente se hicieron valer temas de mera legalidad que no dan lugar a la procedencia del recurso de revisión en amparo directo.
26. En esas circunstancias, son también infundados los agravios en los que la recurrente alega que el auto impugnado adolece de incongruencia, carece de la debida motivación y fundamentación, y es violatorio de diversas disposiciones de la Ley de Amparo, pues lo definitivo es que, tal como quedó evidenciado, la decisión adoptada se encuentra ajustada a derecho. 
IV. DECISIÓN

27. Por las razones expuestas, al no haber prosperado los agravios hechos valer por la recurrente y al no actualizarse alguno de los supuestos que para la suplencia de la queja prevé el artículo 79 de la Ley de Amparo, ha lugar a declarar infundado el presente recurso de reclamación y confirmar en sus términos el acuerdo recurrido.
28. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

RESUELVE

PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación 26/2021, a que este toca se refiere.

SEGUNDO. Se confirma el acuerdo de dieciocho de noviembre de dos mil veinte, dictado por el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 3792/2020.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al tribunal de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de la señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los señores Ministros: Juan Luis González Alcántara Carrancá (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 

Firman la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.  
PRESIDENTA  DE  LA PRIMERA SALA
MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT
PONENTE

MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ

MTRO. RAÚL MENDIOLA PIZAÑA
SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Cuaderno electrónico del escrito de reclamación, página 1.


� Expediente electrónico del acuerdo de referencia, páginas 1-8.


� Página 1.


� Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto enlos artículos 80 y 104 de la Ley de Amparo; 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en los puntos segundo y tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el trece de mayo de dos mil trece.


De igual forma, resulta aplicable lo establecido en el artículo Séptimo transitorio del Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado el once de marzo de dos mil veintiuno, en el Diario Oficial de la Federación, el cual es del tenor siguiente: “Séptimo. Los recursos de reclamación y los de revisión administrativa en contra de las designaciones de juezas, jueces, magistradas y magistrados, que ya se encuentren en trámite y que conforme al nuevo marco constitucional resulten improcedentes, continuarán su tramitación hasta su archivo, sin que puedan declararse sin materia.”


� En efecto, el acuerdo impugnado fue notificado personalmente a la quejosa recurrente, a través de su autorizado **********, el miércoles veinte de enero de dos mil veintiuno. Tal notificación debe surtir sus efectos al día hábil siguiente, esto es, el veintiuno de enero del mismo año. Así, el plazo de tres días que prevé el segundo párrafo del artículo 104 de la Ley de Amparo vigente para la interposición del recurso de reclamación transcurrió del viernes veintidós al martes veintiséis de enero de dos mil veintiuno. Excluyéndose del cómputo los días  veintitrés y veinticuatro de enero del año en curso por haber sido inhábiles en términos del artículo 19 de la Ley de Amparo. Luego, si la recurrente interpuso el recurso de reclamación el martes diecinueve de enero de dos mil veintiuno ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, su presentación resulta oportuna de conformidad con la tesis 1a./J. 41/2015, de rubro: “RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU INTERPOSICIÓN NO ES EXTEMPORÁNEA SI SE REALIZA ANTES DE QUE INICIE EL PLAZO PARA HACERLO”.


� En virtud de que fue suscrito por la quejosa, quien interpuso el recurso de revisión 3792/2020 que fue desechado.


� Visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 30, mayo de 2016, tomo II, de la Décima Época, página 1051.


� Cfr., Tesis de jurisprudencia 1a./J. 63/2010, consultable en la Novena Época; visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXXII, Agosto de 2010; Página: 329, cuyo el rubro y contenido siguiente: “INTERPRETACIÓN DIRECTA DE NORMAS CONSTITUCIONALES. CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS PARA SU IDENTIFICACIÓN. En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden detectarse, al menos, dos criterios positivos y cuatro negativos para identificar qué debe entenderse por "interpretación directa" de un precepto constitucional, a saber: en cuanto a los criterios positivos: 1) la interpretación directa de un precepto constitucional con el objeto de desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de la norma, para lo cual puede atenderse a la voluntad del legislador o al sentido lingüístico, lógico u objetivo de las palabras, a fin de entender el auténtico significado de la normativa, y ello se logra al utilizar los métodos gramatical, analógico, histórico, lógico, sistemático, causal o teleológico. Esto implica que la sentencia del tribunal colegiado de circuito efectivamente debe fijar o explicar el sentido o alcance del contenido de una disposición constitucional; y, 2) la interpretación directa de normas constitucionales que por sus características especiales y el carácter supremo del órgano que las crea y modifica, además de concurrir las reglas generales de interpretación, pueden tomarse en cuenta otros aspectos de tipo histórico, político, social y económico. En cuanto a los criterios negativos: 1) no se considera interpretación directa si únicamente se hace referencia a un criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia en el que se establezca el alcance y sentido de una norma constitucional. En este caso, el tribunal colegiado de circuito no realiza interpretación alguna sino que simplemente refuerza su sentencia con lo dicho por el Alto Tribunal; 2) la sola mención de un precepto constitucional en la sentencia del tribunal colegiado de circuito no constituye una interpretación directa; 3) no puede considerarse que hay interpretación directa si deja de aplicarse o se considera infringida una norma constitucional; y, 4) la petición en abstracto que se le formula a un tribunal colegiado de circuito para que interprete algún precepto constitucional no hace procedente el recurso de revisión si dicha interpretación no se vincula a un acto reclamado.”
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